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I. LA TERMINOLOGÍA JURÍDICA: DIFICULTADES Y ESTRATEGIAS DE TRADUCCIÓN

Actualmente, la formación de traductores especializados se ha convertido en una
exigencia que ya la mayoría de las universidades han asumido. Hoy en día, el volu-
men de traducción especializada, demandada por el mercado, ha relegado a un segundo
lugar la traducción literaria o poética.

Uno de los campos de la traducción que más demanda presenta es la traducción
jurídica. Existen varias razones de peso que justifican este auge. Por un lado, el
comercio internacional ha dado lugar a un gran número de figuras jurídicas, en las
que se ven implicados contratos de compraventa, de transporte, de seguros, de
representación comercial, etc. Por otra parte, la creación de bloques político-econó-
micos que intentan desarrollar sistemas jurídicos comunes, ha dado un gran impulso
a la traducción económico-jurídica. El ejemplo más significativo de ello es el de la
Unión Europea, en la que los veinticinco estados miembros trabajan para armonizar los
distintos sistemas, redactando numerosas normas jurídicas que, obviamente, hay
que traducir. Por último, la creciente movilidad de la población mundial y la gene-
ralización del turismo masivo han generado relaciones entre instituciones jurídicas
y administrativas: ciudadanos extranjeros que otorgan testamento fuera de su país, que
trabajan en otro país, agencias inmobiliarias que venden sus casas a extranjeros, etc.

Definir la “Traducción Jurídica” es adentrarse en un terreno bastante delicado.
Podemos afirmar que traducción jurídica es aquella que se inscribe en una situación
jurídica, según la definición de Mayoral (1996). En tal caso, podemos además esta-
blecer múltiples subdivisiones que guardan en sí muy poca relación con el modo de
traducir: la situación procesal, la situación administrativa, la situación contractual,
etc. Pero, ¿qué es realmente un texto jurídico? Si un texto jurídico es el que presenta
conceptos jurídicos, la variedad sería demasiado numerosa, pues en una crónica
económica se emplean conceptos jurídicos, e incluso las personas sin un contacto
especial con el derecho hacen uso de conceptos jurídicos en sus conversaciones infor-
males del día a día. Aquí cabe matizar, que no sólo existe una variedad innumera-
ble de textos jurídicos, que impondrían una forma determinada de traducir, sino que
además hay textos que, ofreciendo un contenido puramente jurídico, presentan ter-
minología que no pertenece a este ámbito. Por ejemplo, un contrato de conpraven-
ta de maquinaria industrial.

Partiendo de este premisa, el traductor jurídico debe, ante cada caso, entender y
manejar correctamente la terminología jurídica, además de determinar las estrategias
y las soluciones de traducción que surgen en cada texto. Y es que el término jurídico
se compone de dos elementos fundamentales: una forma lingüística, es decir, la
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palabra impresa y, por otro lado, el contenido o concepto, determinado por la expre-
sión y el contexto. La disciplina terminológica actual se ocupa en mayor medida de
los contenidos, de los conceptos inmersos en un contexto comunicativo determina-
do, más que simplemente de la lengua o del texto.

El término jurídico está constituido de un concepto “jurídico” que se ha formado
en el ámbito de un sistema jurídico nacional y de su correspondiente expresión lin-
güística en una o varias lenguas.

El principal objetivo de un trabajo terminológico es garantizar la mayor claridad
posible, excluyendo cualquier fuente que pueda inducir a error. Para alcanzar este
objetivo, el concepto y su denominación (término) deben presentar una definición
o información para delimitarlo y restringirlo en el ámbito semántico y, por tanto, en
su uso. Las terminologías elaboradas pueden servir como herramienta para aclarar
los conceptos y sus delimitaciones semánticas, además de constituir la primera apro-
ximación a un texto redactado en una lengua extranjera.

Un requisito fundamental para poder desarrollar un trabajo terminológico es la
preparación específica de un campo del saber; es indispensable conocer y distinguir
los conceptos básicos, los textos que deben de usarse como referencia, conocer a
expertos de la materia, etc. Este conocimiento debe adquirirse, antes que en la len-
gua meta, en la lengua de partida. Por tanto, si queremos desarrollar un trabajo ter-
minológico sobre, por ejemplo, la “adquisición de la propiedad”, debemos profun-
dizar en la legislación del país de la lengua de partida y, luego, leer atentamente los
textos fundamentales de la otra lengua, para poder contrastar los términos y los con-
ceptos usados en sus respectivos ordenamientos. En una labor terminológica de este
tipo, la comparación de términos jurídicos en dos bloques diferentes implica una
comparación de sus sistemas jurídicos correspondientes. Generalmente, como afir-
man Vlajov y Florin (1986), los términos deben traducirse con términos. No obstante,
una dificultad con la que hay que contar es que las unidades terminológicas pueden
ser utilizadas en contextos neutros, es decir, con significado “no terminológico”.
Para llevar a cabo una traducción especializada es necesario, por tanto, que la len-
gua meta comparta una equivalencia terminológica con la lengua de partida y que
el traductor conozca no solo su significado, sino también su ámbito de uso.

Sin embargo, la búsqueda y la elaboración de material terminológico es tan solo
el paso previo en la traducción jurídica. Según el modelo integrador de Hurtado
(1994), un texto de esta especialidad presenta cinco características fundamentales de
clasificación que el traductor debe tener en cuenta antes de disponerse a traducir:

a) El modo traductor, que puede o no coincidir con el modo del original.

b) La naturaleza de la función de la traducción, que determina si es un fin en sí misma
o no. Aquí se distingue entre traducción profesional y traducción utilitaria.

c) La dirección del proceso de traducción que puede ser directa o inversa.

d) El método empleado para traducir el texto original: traducción literal, libre,
comunicativo-interpretativo, etc.

e) El funcionamiento del texto. 
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El análisis textual del original puede realizarse desde distintas perspectivas, la lin-
güística (características morfosintácticas diferenciadoras), y la sociolingüística (ideo-
logía, etc.), entre otras. No obstante, bastará con caracterizar el funcionamiento de
los textos jurídicos analizando su campo temático, su modo , su tono y sus funciones.

En cuanto al campo temático, la traducción jurídica se ocupa mayoritariamente
de textos legales relacionados con el Derecho. Ahora bien, como ya se ha dicho
antes, es difícil encontrar textos que se refieran a una categoría temática exclusiva-
mente, o incluso que respondan a las expectativas que pueda tener el lector en cuan-
to a estructura, estilo, léxico o convenciones textuales.

A pesar de ello, un texto puede presentar solapamientos con otro u otros textos
en lo que al campo temático se refiere. Un ejemplo de esto podría ser un contrato
de compraventa de material electrónico para un laboratorio fotográfico. Dicho texto
jurídico contendrá terminología jurídica y, en mayor o menor medida, terminología
técnica. O pensemos, también, en lo conflictivo que sería delimitar la traducción jurí-
dica y la traducción comercial.

En cambio, si nos fijamos en el modo y en el tono, los textos legales pueden ser
orales (declaración de un testigo), escritos (poder notarial), escritos para ser leídos en
voz alta; y su tono extremadamente formal con rasgos ceremoniales y clichés que
responden a cuestiones históricas.

En cuanto al aspecto de la función textual, debemos insistir en la multifunciona-
lidad de los textos jurídicos. La función más usual es la instructiva y la exhortativa.

Aquí no se trata de hacer un planteamiento en términos dicotómicos entre la tra-
ducción literal y la traducción libre, sino del modo en que el traductor va a afrontar
el proceso traductológico, dependiendo de la función de la traducción, que, como
dijimos anteriormente, puede o no coincidir con la función del texto original. Por
tanto, un traductor no puede dedicarse a adaptar en versión libre un texto original a
la estructura habitual de un texto en la lengua meta, puesto que podría conllevar gra-
ves problemas. Deberá respetar escrupulosamente la estructura (párrafos y subpárra-
fos) del texto original, así como ser extremadamente cauto a la hora de traducir nom-
bres de instituciones y organismos. 

Llegados a este punto, es lógico que nos planteemos la pregunta “¿cúal es la

forma de traducir un texto jurídico?”. Pues bien, no existe una forma de traducir un
determinado documento, ni siquiera si conseguimos ponernos totalmente de acuerdo
sobre cuáles son los parámetros que imponen soluciones determinadas de traducción.

En primer lugar, el modo de traducir viene, en muchas ocasiones, impuesto por
el propio traductor. Su estilo personal, sus gustos, su concepción sobre la idoneidad
de la traducción, las circunstancias materiales de tiempo, lugar, disponibilidad de
información, etc. pueden determinar, al menos en parte, la forma de traducir y las
soluciones de traducción que adopta. Ahora bien, el traductor sí debe conocer cuá-
les son las potenciales soluciones entre las que escoger.

Por otro lado, el traductor necesita, para traducir el texto original, el encargo de
traducción, conocer el repertorio de soluciones posibles. Pero todo esto no nos lleva
a la “traducción correcta” del texto, ni siquiera a la traducción correcta de sus unidades
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más pequeñas. La idea de “traducción correcta”, según Mayoral, procede de esque-
mas lingüísticos comparativistas y equivalencistas sobre la traducción que la prácti-
ca desmiente cada día. Da igual que la equivalencia persiga la equivalencia de sen-
tido o que –tras una comparación de los sistemas conceptuales, de significación y
de expresión de las lenguas implicadas– acepte su imposibilidad y proponga otros
tipos de equivalencia “dinámicas”, “funcionales”, etc. Es cierto que existen solucio-
nes de traducción incorrectas, pero su incorrección, cuando existe, procede más de
la incomprensión del texto original que de circunstancias propias de la forma de tra-
ducir. El problema no es de corrección (concepto absoluto) sino de eficacia e ido-
neidad (concepto relativo).

Ante la necesidad de huir de planteamientos prescriptivistas para imponer el
modo de traducción correcta, muchos traductores han optado por pensar que la
forma adecuada de traducir es la hay que seguir en un momento dado, es decir, la
norma-práctica profesional. Esta norma-práctica profesional evoluciona con el tiem-
po y la función de los estudiosos de la traducción es avanzar en pos de una mayor
eficacia comunicativa de la traducción. Por tanto, es muy diferente considerar que
una traducción sea correcta o incorrecta –siempre y cuando con “correcto o inco-
rrecto” nos refiramos a la fidelidad con el texto original y no con la norma-práctica–
a considerarla más o menos idónea para determinados fines. Vlajov y Florin exponen
que la elección del lenguaje en una traducción depende de la carga semántica de la
unidad terminológica, de su interpretación dentro del contexto. Tanto la elección
del registro lingüístico, como la relación de los medios léxicos, vienen determinadas
por el contexto y, en un menor grado, por la función estilística del término. 

En resumen, la existencia de diferentes formas de traducir aceptables para un
texto o una de sus partes ha llevado en el pasado a proponer formas de escoger la
correcta de entre todas las propuestas. En la práctica, podemos llegar a establecer
que, aunque no podemos descartar para algún caso hipotético la existencia de una
sola solución de traducción idónea, lo habitual, es esperar que las soluciones acep-
tables sean múltiples e, incluso, que no podamos distinguir grados diferentes de ido-
neidad entre varias de ellas.

Otra cuestión que es necesario matizar es la de equivalencia funcional. Si para
los participantes de una traducción jurídica, la traducción más conveniente es la lite-
ral –siempre que el concepto de “literalidad” se entienda como un modo de “fideli-
dad” (a los significados, a la forma, a la gramática, al estilo, etc)– esta convicción
resulta inoperante para algunos elementos en particular de los textos jurídicos: los
conceptos jurídicos especializados. Llegados a este punto, es necesario matizar cier-
tos aspectos en relación con el “concepto jurídico”. 

Los conceptos jurídicos están formados a partir de unos rasgos generales que for-
man parte de una gran número de casos, inscritos en un sistema legal nacional y
sujetos a valores morales predominantes en una sociedad determinada en un perio-
do de tiempo determinado. Además, cada ley, cada regla es el resultado de una dis-
cusión y un proceso político: la sociedad establece las bases por las que se regirán
sus miembros. Por otro lado, los términos jurídicos hacen referencia a “situaciones
reales” inmersas en una sociedad determinada y contienen propuestas de actuación
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ante cada situación. Por tanto, la especificidad cultural juega un papel relevante en
el proceso de selección de los conceptos jurídicos y su aplicación.

En la administración de justicia, los conceptos jurídicos deben aplicarse ante
casos concretos. No obstante, tampoco es necesario hacer una separación estricta
entre el origen del término y su aplicación por jueces o abogados. 

Son más los casos en los que los términos jurídicos adquieren validez, determi-
nados por la ley, que las posibilidades de un magistrado de aplicar de manera exten-
siva el concepto. Para una aplicación justa y equilibrada de las leyes y un trato equi-
tativo hacia los miembros de una sociedad, quienes tienen la potestad deben tener
certeza del grado de libertad del que disponen para la aplicación de leyes, en esencia,
abstractas a casos concretos que, además, pueden diferir considerablemente. 

La interpretación y aplicación de leyes en cada sistema legal está caracterizada
por un cierto grado de vaguedad de los conceptos. Los términos jurídicos están, con
frecuencia, sometidos a cambios constantes, a ser redefinidos por jueces o magistra-
dos. Las definiciones de los conceptos jurídicos deberían dejar un margen para la
interpretación de leyes y la adaptación de reglamentos a un ámbito moral y social
nuevo y cambiante. Las definiciones de términos legales, son, por tanto, definicio-
nes abiertas. No obstante, debe matizarse que la “indefinición” de términos jurídicos
no deriva del lenguaje en sí; es una cuestión intrínseca determinada por el funcio-
namiento de la ley como sistema.

Como hemos dicho anteriormente, los términos jurídicos están inmersos en un
ámbito específico dentro del sistema legal de cada país, y cada estructura legal
nacional tiene sus propios principios para la aplicación de los conceptos. En este
sentido, la naturaleza distintiva de los términos jurídicos constituye un factor decisi-
vo que opera en contra del factor “equivalencia”.

Según esto, debemos asumir que la labor terminológica en este campo del
saber no puede centrarse en la búsqueda de equivalentes absolutos entre dos o
varios sistemas legales porque cubriría tan solo un número escaso de casos –inclu-
so esos pocos podrían ser cuestionables– dejando atrás la mayoría de casos con más
o menos diferencias entre los conceptos. Para evitar esto, debemos abandonar la
idea de equivalencia a favor de una mayor flexibilidad comparativa.

El sustrato de una terminología comparativa es el análisis funcional de los con-
ceptos en un ámbito legal determinado, aportando una visión dentro del objeto de
dicho concepto individual (y sus términos) inmerso en unas circunstancias y siste-
mas legales concretos. Según Vlajov y Florin (1986), en fragmentos que imiten un
“lenguaje profesional”, tanto los términos como las unidades fraseológicas, que por
su etimología puedan pertenecer a un ámbito especializado determinado, pueden
presentar, a veces, significados diferentes. 

Para describir la función de un término jurídico, tenemos que considerar cada
concepto como una parte estructural de un sistema legal que ha sido creado a par-
tir de la necesidad de controlar un aspecto determinado de la vida social. Los términos
jurídicos son componentes de una solución legal (legislación, estatutos, provisiones,
regulaciones, sumarios, sentencias, etc.) a un problema. Para la obtención de óptimos
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resultados, como traductores debemos considerar un término jurídico como objeto
de una búsqueda terminológica exhaustiva y de un análisis de todos los conceptos
utilizados para la regulación de dicho aspecto social.

Solo después de una descripción de la finalidad del concepto individual como
componente de un sistema legal concreto, podemos empezar a buscar relaciones y
concordancias entre conceptos jurídicos y lo que están incluidos dentro de un siste-
ma jurídico extranjero. Existe una serie de criterios, estipulados a partir del análisis
sociológico del sistema legal, que ayudan a establecer una comparación entre con-
ceptos jurídicos:

a) cómo regula un sistema una cuestión determinada A (sistema legal A)

b) cómo está estructurado el sistema legal B (sistema conceptual B)

c) existe algún concepto en dicho sistema jurídico que cumpla el mismo objetivo o
tenga la misma finalidad que su equivalente en el sistema legal de la lengua de
llegada

d) qué lugar ocupa dicho concepto en relación con los otros componentes del sis-
tema legal

Si estos criterios están suficientemente documentados, podemos trazar puentes

funcionales entre los conceptos, que no se caracterizarán por ofrecernos equivalen-
cias exactas entre términos, sino por el conocimiento necesario para diferenciar su
uso en ambos sistemas.

Según Sar.Evi, (1991), existe un punto de certeza en el que un equivalente fun-
cional no puede ser considerado aceptable. Esto nos lleva a establecer una distinción
entre equivalencia conceptual y equivalencia textual. La aceptabilidad no puede
establecerse únicamente a partir de criterios textuales, incluyendo parámetros prag-
máticos. Es más, no es una labor exclusiva de la terminología buscar equivalentes
que puedan ser sustituidos automáticamente. Un acercamiento descriptivo a la ter-
minología debe informarnos del uso de los conceptos y sus designaciones en los res-
pectivos sistemas legales y lingüísticos. Por tanto, cada traductor necesita tener infor-
mación sobre los sistemas jurídicos de ambas lenguas y disponer de trabajos
terminológicos (bases de datos) que le permitan acceder a esa información, y así
poder decidir qué estrategia textual debe adoptarse para la traducción. No obstante,
la aplicación de métodos de creación de nuevos términos o de traducción literal, sin
establecer previamente las diferencias entre los distintos sistemas legales y sus con-
ceptos resulta bastante peligroso.

Las relaciones entre conceptos de distintos sistemas legales no tienen por qué
implicar en todos los casos una intercambiabilidad inmediata, sino más bien un
punto de vista hacia otra realidad legal. La conexión con otro sistema legal puede
describirse y clasificarse a partir de los resultados comparativos
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II. CONCLUSIONES

La traducción jurídica es una labor que requiere una metodología determinada.
Debe partir de unos trabajos terminológicos descriptivos muy exhaustivos que per-
mitan identificar, situar y utilizar correctamente los términos jurídicos tanto en el TO
como en el TM. La traducción jurídica no debe entenderse como una mera sustitu-
ción de términos, considerando estos como unidades conceptuales completamente
equivalentes. Tampoco debe entenderse la terminología jurídica como una oferta de
equivalencia o traducciones, o como herramienta para crear nuevos términos, sino
como base de información acerca de los distintos sistemas legales y los conceptos
contenidos en ellos.

Por tanto, como traductores debemos abandonar el concepto tradicional de equi-
valencia a favor de una concepción más flexible. Debemos ser conscientes de que
la equivalencia absoluta de términos no existe, sino de que la traducción de textos
jurídicos y la aplicación de su terminología está determinada por valores pragmáti-
cos, lingüísticos y, sobre todo, socioculturales.

Sin embargo, la mejor forma de apreciar todas las ideas expuestas a lo largo del
texto, es aplicándolas y reconociéndolas en casos prácticos. A continuación ofrece-
remos distintos ejemplos de textos jurídicos en los que aplicaremos los conceptos
fundamentales de la traducción jurídica planteados en el texto.
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ANEXO

A lo largo de la serie de artículos referentes a la terminología y la traducción jurí-
dicas, se abordarán diferentes temas legales y se ofrecerán variantes de traducción
de los respectivos documentos. A continuación, ofreceremos ejemplos de traducción
de distintos documentos jurídicos. En este primer artículo, se analizarán los siguien-
tes documentos: 

• Partida de nacimiento

• Certificado de matrimonio

• Certificado de disolución de matrimonio

Aquí se pretende analizar el régimen lingüístico y sus efectos en la traducción de
distintos documentos civiles (que a lo largo de la publicación de los artículos que
configuran esta serie, irán ganando en complejidad y especialización). No se trata
de presentar un patrón o de imponer un modelo de traducción, sino de ofrecer un
comentario general de la traducción de textos jurídicos, en el que en lugar de dar
pautas, se describen y se contrastan los documentos en ambas lenguas. Asimismo,
es necesario recordar que la variante de traducción que se adjunta en este artículo
es tan solo una de las múltiples versiones posibles.

Entrando en materia, si nos fijamos atentamente en la traducción de los presen-
tes documentos, podemos observar que no entrañan grandes dificultades. El prime-
ro de ellos, una partida de nacimiento, es un documento que contiene un vocabu-
lario especializado escaso y una estructura sencilla. Los dos textos rusos aportan
exactamente los mismos datos (referentes al solicitante de la partida y a los progeni-
tores). No obstante, los datos son más concisos en la variante española, en la que
quedan especificados incluso aquellos datos referentes a la profesión, al estado civil,
a la hora de nacimiento, al sexo, etc. tanto del declarante como de los progenitores,
y que en ruso no son necesarios –concretamente el sexo de la persona– porque la
lengua rusa está dotada de morfemas gramaticales de género y número, además de
patronímico, más diferenciadores que los que presenta la lengua española.
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Un rasgo característico en la traducción ruso-española de documentos jurídicos
es la concordancia entre la nacionalidad del solicitante y el propio término. Así en
un documento ruso se puede observar “nacionalidad: ruso o rusa”, según el sexo de
la persona, y en el texto español solo “nacionalidad: española”.

En general, la información no difiere mucho entre ambas variantes. Las mayores
diferencias se encuentran en la estructura de los documentos que atañe a la propia
legislación y a la configuración de los documentos según los códigos. Los documen-
tos españoles que se tratan en este artículo, son documentos que hacen referencia a
hechos concernientes al estado civil español y, por tanto, se inscriben en el Registro
Civil, y son regulados por el Código Civil Español. El Registro Civil depende del
Ministerio de Justicia y está integrado por Registros Municipales a cargo del Juez
municipal; por Registros Consulares, a cargo de los Cónsules españoles en el extran-
jero y por el Registro Central, a cargo del funcionario de la Dirección General. Por
cada termino municipal debe existir un Registro. En este registro se inscriben los
nacimientos, matrimonios y defunciones que acaecen en dicho municipio.

El Registro Civil está dividido en cuatro secciones denominadas: Primera, de
“Nacimientos y general”; Segunda, de “Matrimonios”; Tercera, de “Defunciones” y
Cuarta, de “Tutelas y representaciones legales”. Cada una de las secciones se llevará
en Libros distintos, con la páginas numeradas, y distribuidos en Tomos, con las pági-
nas también numeradas, por eso, los documentos españoles presentan en el margen
superior derecho las inscripciones “P” y “L”, para cada libro y su página correspon-
diente. A su vez, en el texto se citan el tomo y la página que ocupa el documento
en cada sección. Además, todo documento civil solo puede ser certificado por el
Encargado y por el Secretario, según la delegación. Asimismo, las certificaciones se
expedirán y firmarán, siempre, conjuntamente por el Encargado y el Secretario, y lle-
varán en todo momento, el sello oficial de la Delegación o Registro.

En cuanto a las inscripciones de nacimiento, los datos fundamentales que deben
figurar en el certificado son: el domicilio del nacido o el de sus representantes lega-
les. Dicha inscripción hace fe del hecho, fecha y hora, sexo, lugar de nacimiento, y
constará en ella la filiación materna siempre que ella coincida con la declaración y
el parte reglamentario. Obsérvense los datos expuestos en los documentos origina-
les adjuntados a este artículo y compárense con las variantes rusas y sus correspon-
dientes traducciones.

Las inscripciones de matrimonio son algo más complejas que las anteriores. En
ellas se hace fe del acto de matrimonio, de la fecha, hora y lugar en que se contrae.
Sus efectos civiles, matrimonio canónico (por la iglesia) o civil, se producirán desde
la celebración y para que sean reconocidos deberá aportarse la inscripción matrimo-
nial. El matrimonio canónico puede acreditarse dando aviso al Encargado del
Registro en cualquier instante anterior a la celebración, presentando siempre la cer-
tificación de la Iglesia o de la confesión respectiva. No obstante, el matrimonio civil
deberá ser autorizado por un funcionario del Registro, quien extenderá un acta con
los requisitos y circunstancias que determina la ley y con la firma de los contrayen-
tes y los testigos. Asimismo, las sentencias y resoluciones sobre validez, nulidad o
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separación del matrimonio se inscribirán al margen de la inscripción de matrimonio.
Se llaman estas notificaciones notas marginales (véase anexo).

Otra cuestión que deberíamos tener en cuenta, es la de adjudicación de apelli-
dos una vez que se consume el acto de matrimonio. Según la ley española, tras el
matrimonio, la esposa puede optar por el apellido del esposo o conservar sus ape-
llidos de soltera. Habitual es que la esposa conserve los apellidos que le fueron adju-
dicados en su nacimiento –que constan en el certificado de nacimiento– y que se
corresponden con el primer apellido de los progenitores. En cambio, según código
de matrimonio y familia ruso, los contrayentes pueden optar por el apellido de cual-
quiera de los cónyuges o por conservar sus apellidos antes de la consumación del
acto matrimonial (Art. 18 del Código ruso sobre matrimonio y familia).

Todos estos datos son indispensables para el traductor cuando se enfrenta a una
traducción de cualquiera de estos documentos. Sin embargo, como se puede com-
probar, la traducción al español de un texto ruso, difiere bastante en la forma. Se han
traducido únicamente los datos que figuran en el documento ruso, puesto que las
leyes de ambas naciones difieren (como por ejemplo, las referentes al tipo de matri-
monio, canónico y civil). Si nos encontráramos en el caso contrario y tuviéramos
que traducir el mismo texto al ruso, sí deberíamos especificar en la traducción la
forma en que se contrajo el matrimonio.
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